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TRIBUNAL CONSTITUCTONAL

SALA VACACfONES

Excmos.  Sres .  :
D. Francisco Tomás y VaLiente

D. Fernando Garcfa-Mon y

GonzáIez-Regueral

D. Alvaro Rodr iguez Berei jo

ASUNTO: Recurso de

movido por don

Pulido y otro, €Ír
proceso

amparo pro-

Pedro Cano

relación con

contencioso

administrati-vo .

SOBRE: Declaración de la rui-na

de un edif icio en el que son

arrendatarios sin haber sido

emp lazados .  A r t . 24 .L

Lo
0301252

Núm.  de  Reg is t ro :  335 /90

En la  p ieza separada

dic tar  e l  s igu iente

de suspensión, Ia Sala ha acordado

AUTO

I. ANTECEDENTES

1.  Mediante escr i to  reg is t rado en este Tr ibunal  e l  d fa 9

febrero 1990,  s€ in terpuso recurso de amparo cont , ra  la  sentencia

dlctada por ef Trj-bunal Superior de Justicla (Sala de 1o

Contencioso Administ,rat ivo) de Casti l la y León, corr sede en

Va l l ado l - i d ,  de  15  d i c iembre  1989  ( r .  993 -87 ) ,  que  f i na l i zó  e I

proceso entre don Sergio Barrio Tampelo y el Ayuntamiento de

Ponferrada.  E l  fa l lo  dec laró en estado Iegal  de ru ina e l  ed i f ic io

de  l a  ca l l e  de1  Cr i s to ,  t 3 ,  en  Pon fe r rada .
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En la demanda se pide la nulidad de la sentencia, que se

declare eI derecho de los actores a ser emplazados personalmente,

y que se ordene reponer las actuaciones al momento inmediatamente

posterior al de formalización de Ia demanda. Las pret,ensiones se

fundan en eI derecho a ser emplazado en térmlnos adecuados aI

art .  24,1 Const, i t ,ución. Se pide igualmente la suspensión cautelar

de Ia sentencia,  pues de otro modo perderfa el  recurso su

finalidad, como es notorio, y no se sigue perturbación de l-os

intereses prlblicos pues, como pone de relleve la decisión

denegatoria de la ruina por el Ayuntamient,o, solo están en juego

los intereses pr ivados del  propietar io.

2. Los actores son arrendatarios de un local y de una vlvienda

situados en e1 inmueble cuya ruina ha sido declarada judicial-

mente. A ralz de una orden municipal de ejecución de obras de re-

paración, result,ado de un procedimj-ento incoado a instancia del

Sr .  Cano,  c l  propietar io  so l ic i tó  que se declarara la  ru lna del

inmueble. En el- consiguiente procedimient,o fueron citados los

actuales recurrentes,  que parecen ser  los únicos arrendatar ios

del  ed l f ic io .  E l  Sr .  Cano efectuó a legaciones,  y  apor tó eI  in-

forme de un Arquitecto.

El Ayuntamiento denegó Ia declaración de ruina. En 1a

demanda se afirma que los arrendatarios no volvieron a saber nada

del -  tema (n i  de l  recurso de reposic ión,  n i  de l  poster ior

contencioso admin j -s t ra t ivo,  proseguidos por  e1 propietar io) ,

hasta que leyeron en un per iód ico local ,  d€ 11 enero L990,  una

not ic ia  acerca de Ia  sentencia.

La Sala de Vat ladol id  est lmó e l  recurso.  Dec1aró que e l

ed i f ic io  estaba en ru lnas,  tanto por  razones técnicas como por

razones económlcas (Ley del  Suel -o,  ar t  .  L83.2)  .  La conclus ión

judicial se apoya en eI informe emitido por un perito, designado

en el curso del proceso, cuyo contenido es explfcit ,amente
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pref erido por Ia Sala a los inforrnes

expediente administrativo .

3.  La  Secc ión  Pr imera ,  t ras
judic ia les en vir tud del  ar t .  88
recurso de amparo por providencia

formar Ia oportuna pieza separada de

0301254

de parte obrantes en el

requerir las actuaciones

LOTC, admitió a trámite el

de  L6  j u l i o  1990 ,  y  o rdenó

suspens ión .

4.  Dentro del  p lazo otorgado aI  e fecto,  so lo formuló

alegaciones eI  Mj-n is ter io  F iscal .  Mediante escr i to  rec lb ido e l  23

jul io, €1 Fiscal don Rogelio Gómez Vil lamén informó en favor de

la suspensión so l - ic i tada.  De e jecutarse la  sentencia,  que

supondr fa la  demol ic ión del  ed i f ic io ,  o l  recurso perder fa su

final idad, ya que de l-o que se trata es de darles entrada en el

recurso contencioso administratlvo, precisamente para defender su

interés de que Ia  casa no se hal la  en estado de ru ina.  S in que se

advier ta ,  para contrarrestar  su conclus ión,  eu€ se den per ju ic ios

o perturbaciones graves de los intereses generales o de los

derechos fundamentales o l ibertades públicas de terceros.

I f .  FUNDAMENTOS JURIDICOS

1.  Los cr i ter ios establec idos por  e l -  ar t .  56 LOTC parecen

invitar a suspender la ejecución de la Sentencia impugnada. En

efecto, €rr el-Ia se ha declarado que e1 inmueble que aloja a los

arrendatarios, recurrentes en aJnparo, S€ encuentra en situación

Iegal de ruina. El1os alegan que la determinación judicial fué

alcanzada en un proceso en e1 que no fueron emplazados, a pesar

de ostentar legft imos lntereses y derechos en l-a controversia

entre el- propietario del edif j-c j-o y e1 Ayuntamiento que habf a

negado el estado de ruina, ordenando la realización de obras de

reparación; omisión de empl_azamiento que les ha sumido en Ia

7L
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indef ensión proscrita por el {rlt, imo inciso del art . 24 , L

Const i tución. La ejecución de l -a sentencia emlt ida por el

Tribunal- contencloso administrativo conlleva la demolición del

ed i f i c io  (Ley  de l  Sue lo ,  L .S . ,  a r t , .  183 .1 ) .  Y  tan to  e l -  recur renLe

como el- Ministerio Fisca1 coinclden en apreciar que ta1

demolición harla perder aI recurso de amparo su finalidad, pues

1o que en é1 se pretende eS que los aqtores sean oldos en el

proceso a quo, precisamente para defender sus legft, imos intereses

como arrendat,arlos, afirmando como ya hicieron en el

procedimiento admlnistrat,ívo previo la tesis de que Ia casa no se

encuentra en estado legat de ruina, sino que debe ser reformada

por el propiet,arj-o para mantenerla en condlciones de seguridad,

salubr id.ad y ornato (L.  S.  ar t .  1-8L) .

Ahora bien, exj-sten dos razones que desvirtrlan la anterior

conclusión, y obligan a denegar la suspensión solicitada.

2. La declaración de ruina de una construcción surte dos

efect.os jurfdicos total-ment,e diversos. Uno evidente, consistente

en que procede Su demolición, abriéndosele al propietario Ia

posibi l idad de reedl f icar en el  solar asf  l lberado, y forzando a

los arrendatar i -os del  edi f ic io a desalojar lo.  Pero junto a ese

efecto f fs ico se produce otro netamente jur fd ico,  consistente en

una alteración del entramado de derechos que recaen sobre el

inmueble: si éste fué cedido en alquiler por su dueño, ld

declaración de ruj-na ofrece justa causa para resolver loS

contratos de arrendamiento (Ley de Arrendamientos Urbanos,

L .A .U. ,  a r t , .  114 .10) .  Y ,  a I  revés  de  1o  que  ocur re  en  e l -  supues tg

para le lo  de  au tor izac ión  de  der r ibo  de1 ed i f i c io  (L .A .U.  a r t .  78

y concs. ) , los inquil inos pierden definit ivamente todos sus

derechos sobre Ia finca, FoI Io que no pueden eiercer un derecho

de retorno sobre el nuevo edificio que resulte de la

recons t rucc ión .

EsUe análisis permite ver que, aun cuando la demolición de1

edificio en el que los recurrentes disfrut,an sus derechos de

?,
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arrendamiento les provocar fa,  s in  duda,  per ju ic ios,  ta les

perjuicios no harlan perder al amparo su f inal idad. En Ia

hipótesis de que se estj-mara su recurso de amparo, y en la

h ipótes is  añadida de que Ia  Sala de Va1ladol id ,  a  la  v is ta de 1as

alegaciones y las pruebas aportadas por los inquil inos, volviera

sobre su anter ior  ju ic io  y  dec larara que e l  ed i f ic io  en l i t ig io

no se encuenEra en estado lega1 de rulna, los derechos de los

recurrentes no quedarfan vaclos de cont,enido. Aun en el supuesto

de que se hubiera ya producido el derribo, mantendrfan incólumes

su derecho de arrendamiento. Derecho que se traducirfa en una

indemnización, €r compensación por el incumplimiento por parte

del propietario de su obligación de mantenerlos en eI goce de La

cosa arrendada, o incluso en un derecho de ret,orno sobre el

ed i f ic io  reconstrufdo.

La ejecución inmediata de la Sentencia por cuya razón se

recl-ama el anparo constitucional, For todo elIo, puede dar lugar

a d iversas a l - terac iones de i -a  s i tuac ión posesor ia  y  f ls ica de la

f inca de l i t is ;  pero no pre juzga los derechos que los in teresados

en el proceso cont,encj-oso administrativo podrlan alcanzar en una

eventual segunda sentencia, que el Tribunal Superior de Justicia

deberla emit, j-r si se acabara otorgando e] amparo.

3 . En seerundo 1ugar, la inej ecución provi-sional de la

declaración de ruina no puede garant izar que el  edi f ic io de l i t is

se mantenga en pie. Nadie pone en duda que 1a construcción se

encuentra en una situación lamentable; Ia controversla se l imita

a determinar si, de acuerdo con Ia ley, es procedente acometer Ia

sust j - tuc1ón de Ia casa, o resul ta prefer lb le técnica y

económicamente su simple reforma o reparación. La prolongación de

esta situación de incerti-dumbre no atañe exclusivamente a los

intereses pr ivados del  propietar io,  como af i rman los recurrentes.

Atañe , y Ruy direct,amente, dl interés ptlblico en que las

edificaciones sean mantenidas en condiciones de segurÍdad,

salubridad y ornato; y también, sin duda, dl derecho de los

ciudadanos, inclufdos los propios inqui l inos,  a su v ida y a su

7
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integr idad f ls ica (art .  15 Const i tución)

Esta dimenslón de J-a cuesti-ón ofrece una segunda raz6n

para denegar la suspensión cautelar sol icj-t ,ada. La ponderación de

los d lversos in t ,ereses púrb l lcos y  pr ivados en juego,  €n atención,

por un lado, a los r iesgos inherentes aI mant,enimient,o de un

inmueble en mal estado, sin efectuar obras ya de demolición ya de

reparación, y por otro, a la medida en que la al-teración de la

s i tuac ión posesor ia  inc ide en los derechos,  pero no los ev iscera,

de los arrendatarios cuya indefensión en el juicio a quo

const Í tuye eI  ob jeto del  presente proceso,

inexorablemente a la denegación.

conduce

En virtud de lo expuesto, la Sala acuerda denegar la

suspensión so l ic i tada.

Madr id ,  a  s ie te de Agosto
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de nil novecientos noventa.
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